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En Madrid,  a  2  de  diciembre  de 2021.  

VISTO  el recurso interpuesto  por  D.  P.M.O., en representación de SERVICIOS  

AUXILIARES DE MANTENIMIENTO Y LIMPIEZA, S.L.  (SAMYL), contra los pliegos del  

procedimiento  “Limpieza de  edificios  municipales  y  colegios  públicos.”, Expediente 

D2.1.2_1_2021,  convocado por el Ayuntamiento de Alcudia, este  Tribunal, en sesión del  

día de la fecha, ha adoptado la siguiente resolución:  

ANTECEDENTES DE HECHO  

Primero.  Tal y como  resulta del expediente, y de acuerdo con los antecedentes  obrantes  

en el mismo, se inicia el procedimiento de licitación del presente contrato de servicios, 

siendo en fecha 25 de enero de 2021  cuando se aprueba la propuesta de inicio del  

expediente de contratación,  de acuerdo  con  lo dispuesto en  el  artículo  116  de  la Ley  

9/2017, de 8 de noviembre,  de Contratos del  Sector  Público,  por  la que se trasponen al 

ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y Consejo  

2014/23/UE y 2014/24/UE,  de 26 de  febrero de  2014 (en adelante,  LCSP)  explicándose  

técnicamente,  en la correspondiente memoria,  todos  los aspectos  relativos al mismo,  

incluido el valor del contrato y su precio (documento nº 6.2 y 6.3  EA).   

Segundo.  Después  de  toda la tramitación  administrativa correspondiente,  en  fechas 3  y  4  

de octubre  de 2021  se publica en la Plataforma de Contratación del Sector Público  tanto  

el anuncio de licitación del contrato de “Limpieza de edificios municipales y colegios  

públicos.”,  Expediente D2.1.2_1_2021,  como los pliegos relativos al mismo,  licitándose  

mediante procedimiento  abierto,  ordinario  y  sujeto a regulación armonizada,  conforme  a  

los artículos 19 y 22 de la LCSP (documentos nº  9.1 y 9.2  E.A), abriéndose el  
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correspondiente plazo para la  presentación  de ofertas,  el  cual  expiró  el  día 5 de  

noviembre de 2021, a las 23.59  horas.  

Según consta  en el  certificado aportado al  expediente administrativo (documento  nº  5  

EA),  la recurrente no  ha concurrido  a  la licitación,  pues tan sólo ha  presentado  oferta la 

licitación la mercantil ICISIER, S.L.  

Tercero.  Con fecha  18 de octubre  de  2021,  por  D  P.M.O.,  en  representación  de  

SERVICIOS AUXILIARES DE MANTENIMIENTO Y LIMPIEZA, S.L. (en adelante,  

SAMYL)  se presenta escrito  por el  que se interpone recurso especial en materia de  

contratación contra los  Pliegos  rectores del procedimiento de contratación  fundamentado 

–exclusivamente– en la infracción de los artículos 28 y 145.7 de la LCSP, al no estar  

suficientemente especificadas  –a  su  juicio–  las  mejoras  ofertables,  lo que puede  

establecer  distorsiones  a  la hora  de  puntuar  estas  partidas  y  la infracción de los  principios  

de objetividad de la Administración, igualdad de trato de las licitadoras y transparencia del  

procedimiento (artículo  132 de la LCSP).  

Concretamente,  la  recurrente sostiene que el órgano de contratación no ha especificado  

en la cláusula 13.2 del  Pliego de Cláusulas Administrativas Particulares (en adelante,  

PCAP)  las actuaciones, o el importe, q ue puede ofrecerse como límite máximo en  

concepto de  mejora en relación con la bolsa de horas  y tiempo de respuesta.  

Cuarto. El  citado  órgano responde a estas cuestiones,  en informe  jurídico (documento 2  

EA), de  fecha  20 de octubre de 2021. Dicho informe jurídico  viene a rechazar todas y  

cada una de las cuestiones planteadas por el  recurrente  defendiéndose, en primer lugar, 

que, respecto a la cláusula 13.2 del PCAP, donde se establecen como criterio  

cuantificable  una  bolsa  de horas de libre disposición y un  tiempo de respuesta  

actuaciones  extraordinarias,  ambos  criterios  se  encuentran perfectamente definidos  en  

cuanto a su ponderación, 10 puntos en cada uno de los casos, límite máximo de  

puntuación que se puede asignar  a las empresas licitadores. Asimismo, se definen  

claramente sus requisitos y características.  

En segundo lugar,  el órgano de contratación  sostiene que  para esos mismos criterios de  

adjudicación:  
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“Se establece  como  requisito la  indicación,  de  número  de  horas  y  tiempo  de  

respuesta,  en el  modelo de propuesta económica facilitado en el  Anexo III.  Esto  

viene a ser una declaración responsable y que no cabe duda alguna en  cuanto a  

su naturaleza puesto que se trata, en un caso, de horas adicionales a las ya 

previstas en la cláusula 6 del PPT”.  

Respecto al  tiempo  de respuesta  en actuaciones  extraordinarias, dicho órgano  razona  

que:  

“(…) se trata de una declaración responsable, de la cual la Administración,  en el  

momento de valorar la propuesta,  si la considerase desproporcionada podrá  

solicitar del licitador justificación del tiempo ofrecido, en base a la distancia del  

centro de trabajo o similar, según lo encuentre conveniente. Cabe decir que  

evidentemente, si como señala la empresa recurrente, se ofrece por un  licitador  

un tiempo de respuesta de 0  minutos su puntuación será de  cero pues a  todas  

luces indica la imposibilidad de cumplirse.  

Así pues, en el presente contrato, se establecen  unas mejoras  sobre los  mínimos  

estipulados en el pliego de prescripciones técnicas particulares. Por tanto, en sus  

ofertas,  los  licitadores  deben cumplir,  como mínimo,  con  los  requisitos  del  pliego 

de prescripciones  técnicas, si bien, pueden ofertar las  mejoras que se indican en 

el apartado 13.2 del PCAP. Estas  mejoras, como ya se  ha indicado, están  

perfectamente definidas y no cabe error alguno en cuanto a su contenido y  

características.  

En ningún caso las definiciones de las  mejoras implican que los licitadores no  

puedan acudir a la licitación en condiciones de igualdad, puesto que los pliegos  

identifican perfectamente las  prestaciones  con  sus  diversos elementos  y  queda 

claro que no se admiten variantes,  en el  sentido de diferentes  respuestas  técnicas  

a los  requerimientos establecidos, sino mejoras, que se considera  que están 

perfectamente definidas”.  

Finalmente,  en cuanto  al  hecho de  que el  no establecimiento de  un  número  máximo de  

horas a ofertar o de un  mínimo de tiempo de respuesta, previstas en el apartado 13.2 del  
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PCAP,  implique  la posibilidad de ofertas  desproporcionadas  o irreales,  el órgano  de  

contratación  señala que:  

“precisamente el número de horas de libre disposición ofertadas  computarían a  

efectos del cálculo de posibles bajas  desproporcionadas. Así  mismo, es preciso 

indicar que la oferta del licitador que finalmente resulte adjudicatario deberá ser  

cumplida en su totalidad sean cuales sean los  valores ofertados”.  

Quinto. En fecha 25 de octubre de 2021  la Secretaría del Tribunal dio traslado del  

recurso interpuesto a los restantes licitadores, otorgándoles un plazo de cinco días  

hábiles  para que,  si  lo estimaran  oportuno,  formulasen alegaciones,  sin que ninguno  de  

ellos haya hecho uso de  su derecho.  

Sexto.  Interpuesto el  recurso,  la Secretaría del Tribunal  –por  delegación de éste–  dictó 

Resolución de fecha 28 de octubre de  2021,  acordando la concesión de la medida  

provisional consistente en suspender el procedimiento de contratación,  de conformidad  

con lo establecido en  los artículos 49 y 56 de la LCSP, de forma que,  según lo 

establecido en el  artículo 57.3 del  mismo cuerpo legal,  será la resolución del  recurso  la  

que acuerde el levantamiento de la medida adoptada.  

No obstante, el Fundamento Jurídico Tercero de la mencionada resolución se  dispone  

expresamente  que,  de acuerdo con lo establecido en el  artículo 49.4 de la LCSP,  salvo 

que  se  acuerde lo  contrario por  el  Tribunal, c osa que  no  ha  ocurrido,  la suspensión  del  

procedimiento  que pueda adoptarse cautelarmente no afectará  al  plazo concedido para la  

presentación de ofertas  o proposiciones por los interesados.  

FUNDAMENTOS  DE DERECHO  

Primero.  En la tramitación de este recurso,  se han observado todos los  trámites legal y  

reglamentariamente establecidos, esto es, lo prescrito por la vigente Ley  9/2017, de 8 de  

noviembre,  de Contratos  del  Sector Público,  por  la que se trasponen al  ordenamiento  

jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y Consejo 2014/23/UE y  

2014/24/UE,  de 26 de febrero de 2014 (en adelante,  LCSP)  y  por  el  Real  Decreto  

814/2015,  de 11 de  septiembre,  por  el  que se prueba  el  Reglamento  de los  
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procedimientos especiales de revisión en materia contractual y de organización del  

Tribunal Administrativo Central de Recursos Contractuales  (en adelante, RPERMC).  

El recurso se interpone ante este  Tribunal al  que incumbe su resolución, de conformidad  

con lo dispuesto en los artículos 46.4 de la  LCSP y 22.1.1º del Reglamento de los  

procedimientos  especiales  de  revisión de decisiones  en  materia contractual  y  de  

organización del Tribunal Administrativo Central de Recursos Contractuales, aprobado  

por RPERMC, así como en virtud del Convenio de colaboración entre  el Ministerio de 

Hacienda y la Generalidad Valenciana,  de fecha 25 de mayo de 2021 (BOE de fecha 2 de  

mayo de 2021).  

Segundo.  El  recurso se  ha interpuesto  dentro del  plazo legal  concedido  de quince  días  

hábiles,  cumpliendo así las prescripciones  formales del artículo 50.1.a)  de la LCSP, ya  

que los  Pliegos  impugnados se publicaron  en la plataforma en  fecha  4 de octubre de  

2021, y el presente recurso especial  fue interpuesto el día 18 de octubre de 2021.  

Tercero.  Se ha presentado recurso  en relación  con un contrato de servicios  de valor  

estimado  superior  a 100.000 euros  [artículo 44.1.a) de la LCSP], susceptible por ello de  

enjuiciamiento por este Tribunal, y se refiere,  igualmente,  a una actuación impugnable ex  

artículo 44.2.a)  del mismo texto legal, pues el  acto recurrido son los pliegos  del contrato  

de servicios,  siendo por ello susceptible de ser impugnado por  medio del presente 

recurso especial.  

Cuarto.  Con  relación  a la legitimación,  según  el  artículo 48 de  la  LCSP:  “podrá interponer  

el recurso especial en materia de contratación cualquier persona  física o jurídica cuyos  

derechos o intereses legítimos, individuales o colectivos, se hayan visto perjudicados o  

puedan resultar afectados, de  manera directa o indirecta, por las decisiones objeto del  

recurso”. En el presente caso,  el recurso se interpone por una licitadora que no ha  

presentado oferta,  tal y como se deduce del documento nº 5 del expediente 

administrativo.  

El recurso  fue presentado en  fecha 18 de  octubre  de 2021, es  decir, con anterioridad al  

plazo de finalización de presentación  de ofertas,  el  cual  expiraba el  día 5  de noviembre  

de 2021  pues,  de  conformidad con  la Resolución de este  Tribunal,  de adopción de  
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medidas cautelares,  de  fecha 28 de octubre de 2021  y,  con arreglo al artículo 49.4 de la  

LCSP,  la suspensión del procedimiento que pueda adoptarse  cautelarmente no afectará  

al plazo concedido para la presentación de ofertas o proposiciones por  los interesados  

(FJ  Tercero).  De acuerdo con lo anterior,  cabe concluir  que el presente recurso especial  

en materia  de contratación ha de  ser  inadmitido por  falta  de legitimación del  recurrente, 

de conformidad con la doctrina consolidada de este Tribunal.  

Efectivamente,  su  Resolución nº 637/2018, de 6 de julio,  recuerda la postura del Tribunal  

en asuntos de este tipo, en  que se recurren los Pliegos del contrato por parte de una  

entidad que finalmente n o ha concurrido a la licitación en  los  siguientes términos:  

“Ante tal  situación,  no podemos sino apreciar la falta de legitimación, pues la  

recurrente  no ha participado en el  procedimiento,  por  lo que,  aun  cuando este  

Tribunal hubiera sido competente,  y aun cuando el procedimiento hubiera podido  

calificarse como un procedimiento administrativo de contratación, la recurrente no  

se vería afectada en sus derechos o intereses legítimos al no haber tomado parte  

en éste.  Debe traerse a  colación la doctrina de  este  Tribunal  sobre  la materia,  

sintetizada,  por  ejemplo,  en la resolución 564/2017:  “Debe,  por  tanto, traerse  a  

colación la jurisprudencia del Tribunal Supremo  en el sentido de que teniendo en  

cuenta que, definida la legitimación como la relación material unívoca del sujeto  

con el objeto de la pretensión que hace que la eventual estimación de ésta se  

traduzca en la obtención de un beneficio o la eliminación de una desventaja (cfr.,  

por  todas, Sentencia del  Tribunal Constitucional,  Sala Segunda, 52/2007,  de 12 de  

marzo; Sentencia del Tribunal Supremo, Sala III, de 20 de mayo de 2008 –Roj  

STS 2176/2008-), la regla general es que  solo los operadores económicos que  

han presentado su oferta al procedimiento están legitimados para impugnar los  

pliegos,  pues  sólo quienes  se encuentran en esa situación están en condiciones  

de alzarse con el contrato. Sin embargo, esta regla quiebra en los  casos en los  

que el operador  económico impugna una  cláusula del  Pliego que  le impide  

participar  en la licitación en condiciones  de igualdad  (cfr.,  por  todas,  Sentencia del  

Tribunal  Supremo,  Sala III,  5 de  julio de 2005 –Roj  STS  4465/2005- ).  Como  se  ha 

puesto de  manifiesto en diversas resoluciones de este Tribunal esta doctrina es  

coherente con el Ordenamiento Comunitario, ya que el artículo 1.3 de la Directiva  
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89/665/CEE requiere que los procedimientos de recurso sean accesibles a  

cualquier  persona que  “tenga  o  haya  tenido  interés  en  obtener  un  determinado  

contrato”.  

Sobre este aserto, la Sentencia del TJCE,  Sala  Sexta,  de  12 de  febrero de 2004  

(asunto  C-230/02),  señaló:  «27  En este sentido,  como ha  señalado la Comisión en  

sus observaciones escritas, la participación en el procedimiento de adjudicación 

de un contrato puede constituir en principio válidamente,  con arreglo al artículo 1,  

apartado 3, de la Directiva 89/665, un requisito cuyo cumplimiento se exija para 

determinar que la persona afectada  tiene un interés en obtener el contrato de que 

se trate o puede verse perjudicada por el carácter supuestamente ilegal de la  

decisión de adjudicación  de  dicho contrato.  Si  no ha  presentado  una  oferta,  esta  

persona difícilmente puede demostrar  que tiene interés  en oponerse a esta  

decisión o que se ha visto perjudicada o puede verse perjudicada como  

consecuencia de dicha adjudicación.  No obstante, en el supuesto de  que una  

empresa no haya  presentado una oferta debido a  la existencia  de características  

supuestamente discriminatorias en la documentación relativa a la licitación o en el  

pliego de cláusulas administrativas, que le hayan impedido precisamente estar en  

condiciones  de prestar  todos  los  servicios  solicitados,  tendría derecho a  ejercitar  

un recurso directamente contra dichas  características,  incluso antes  de que  

concluya el procedimiento de adjudicación del contrato público de que se  trate»”.  

Añade a este respecto la Resolución 398/2016, de 20 de mayo,  que:  

“El  artículo 43.4  TRLCSP  dispone  que la  suspensión del  procedimiento  que pueda  

acordarse cautelarmente no afectará, en ningún caso, al plazo concedido para la  

presentación  de ofertas  o proposiciones  por  los  interesados.  Ello lleva aparejado 

el hecho de que, si no se presenta una oferta, por  mucho que  se hay a formulado  

recurso, el  recurrente perderá la posibilidad de participar en la licitación, en la  

cual,  evidentemente,  estará interesado con carácter  general.  Por  tanto,  es  

ostensible que no  es  similar  la posición del  licitador  recurrente,  que la del  

recurrente licitador,  pues  en el  primer  caso,  nos  encontramos  con un sujeto que  

presenta una propuesta,  y,  sin embargo, pretende cambiar las  reglas a posteriori;  
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mientras  que,  en el segundo caso,  tenemos a una entidad que cuestiona las  

reglas que han de regir la contratación, pero que,  aun así, decide participar en el  

procedimiento por si las  mismas no fueran modificadas. Y todo ello, porque como  

hemos visto, la interposición del recurso, aun cuando se soliciten y adopten  

medidas cautelares, no afecta al plazo de presentación de ofertas. Sobre esta  

cuestión podemos  invocar  la Resolución 948/2014,  de 18 de diciembre de 2014,  

de este Tribunal, en la que nos pronunciamos del siguiente modo: En el  presente  

supuesto,  sin ceñirnos  exclusivamente  a la  mera  interpretación  literal  del  artículo  

43.4 del TRLCSP, el proceso lógico de interpretación del mismo, integrado por la 

utilización de los  criterios  generales  expresados  en el  artículo 3.1 del  Código Civil,  

y singularmente,  el  criterio teleológico (espíritu y  finalidad de la norma), permiten  

llegar  a la conclusión de que lo que  ha  pretendido el legislador  es que el  órgano  

competente para  resolver el recurso pueda  suspender el procedimiento de  

adjudicación del contrato a fin de, como señala el artículo 43.1 del TRLCSP,  

corregir infracciones de procedimiento o impedir  que se causen otros perjuicios a 

los intereses afectados,  pero sin que ello afecte,  es decir, sin que se suspenda, el  

plazo para la presentación de las proposiciones. A juicio de este Tribunal, el  

legislador, en beneficio de la seguridad jurídica de los interesados en la  licitación,  

ha querido  establecer  un  plazo improrrogable  para la presentación de  ofertas  en  el  

procedimiento  de  contratación,  transcurrido  el  cual,  aunque  se  haya  suspendido el  

procedimiento,  se produce la preclusión y se pierde la oportunidad de  

presentarlas. Por lo tanto, el  recurso debe ser desestimado”.  

En el presente caso,  no se trata,  ni siquiera,  del binomio licitadora-recurrente o  

recurrente-licitadora,  ya que,  como se ha explicado,  la  recurrente no ha presentado oferta  

alguna. En este sentido, el efecto  que corresponde anudar a este hecho es el de la  

inadmisión del recurso,  por  falta de interés legítimo,  pues  la recurrente  no ha invocado 

aspecto alguno de la licitación que le haya impedido su participación, y pudo haber  

participado en él si lo  hubiera tenido por conveniente, pues el plazo no estaba  

suspendido.  Es éste, precisamente, el aspecto  que conviene analizar de forma particular,  

pues si existiera alguna clase de vicio de nulidad  obstativo a su participación en el  

procedimiento,  como  pudiera ser la  exigencia de algún requisito con carácter  

discriminatorio,  que supusiera una barrera real a la posibilidad de que presente oferta, se  
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entendería salvado el obstáculo de legitimidad, pues se entendería, en este caso,  que no  

presentó oferta porque no le fue imposible por causa de ilegalidad.  

No es, sin embargo,  lo que ocurre en  el presente caso, pues  recurrente  sostiene  que el  

órgano contratante no ha especificado en la cláusula 13.2 del  PCAP  las  actuaciones,  o  el  

importe,  que puede ofertarse como límite máximo en concepto de mejora en relación con  

la bolsa de horas y  tiempo de respuesta,  cuestión que, en su caso, afecta a todos los  

licitadores por igual, sin que exista discriminación de ningún tipo, ni impida la posibilidad 

de ofertar los servicios solicitados, pues se trata de mejoras voluntarias en las  que,  

precisamente, no se pone ni límite máximo ni  mínimo.  

Por tanto, no pudiendo resultar afectada la recurrente por el devenir del procedimiento a 

la vista de su falta de interés directo o indirecto  en el  mismo  (en los términos  que ahora  

se expresa el  artículo 48 de la nueva Ley  9/2017,  de Contratos  del  Sector  Público)  por  

tratarse de una persona ajena a este, procede declarar la inadmisión  del recurso.  

Por todo lo anterior,  

VISTOS  los preceptos legales de aplicación,  

ESTE  TRIBUNAL, en sesión celebrada en el día de la fecha  ACUERDA:  

Primero.  Inadmitir  el recurso interpuesto  por  D.  P.M.O., en  representación de  

SERVICIOS AUXILIARES DE MANTENIMIENTO Y LIMPIEZA, S.L.  (SAMYL),  contra los  

pliegos del procedimiento  “Limpieza de edificios  municipales y colegios públicos.”, 

Expediente D2.1.2_1_2021,  convocado por  el  Ayuntamiento de Alcudia,  por  falta de  

legitimación.  

Segundo.  Levantar  la suspensión del  procedimiento de  contratación,  de  conformidad con  

lo establecido en el artículo 57.3 de la LCSP.  

Tercero.  Declarar  que  no se aprecia la concurrencia de mala fe o temeridad en la  

interposición del  recurso,  por  lo que no  procede  la imposición de la multa  prevista en el  

artículo 58 de la LCSP.  
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Esta resolución es definitiva en la vía administrativa y,  contra la misma,  cabe interponer  

recurso contencioso-administrativo ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo del  

Tribunal Superior de Justicia de Comunidad  Valenciana,  en el plazo dos  meses, a contar  

desde el  día siguiente  a  la  recepción  de  esta  notificación,  de  conformidad  con  lo  

dispuesto en los artículos 10.1 –letra k)–  y 46.1 de la Ley 29/1998,  de 13 de julio,  

reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.  
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